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DERECHO DE SALUD / SUMINISTRO DE MEDICAMENTOS AUTORIZADOS POR EL MÉDICO TRATANTE / SERVICIOS NO POS EN RÉGIMEN SUBSIDIADO. “[A]demás de no estar en entredicho la necesidad y urgencia de los medicamentos que reclama el actor, al punto que la entidad promotora de salud únicamente manifestó su descontento por la falta de autorización en el recobro y porque al no estar dentro del POS, dicha carga la debe asumir la respectiva entidad territorial. En ello detendrá la Sala su análisis. Si bien la inconformidad de la EPS-S ASMET SALUD puede tener algún asidero en cuanto a que no son de su cargo aquellos servicios o procedimientos excluidos del POS y, por consiguiente, la atención del caso estaría en cabeza de la Secretaría de Salud, también lo es que atinó el fallo de primer grado cuando le ordenó a aquella empresa prestadora de salud la asistencia en la autorización y entrega de los medicamentos, procedimientos o demás servicios que se deriven de la enfermedad que aqueja al accionante, pues este viene siendo ya atendido por ella y, por tanto, no es conveniente que ellos se suspendan para someterlo a una nueva situación frente a la Secretaría de Salud y la entidad pública o privada que con ella haya contratado, sino que debe haber continuidad, si se tiene en cuenta, además, que la EPS-S no ha puesto en entredicho que cuente con los medios suficientes para garantizar lo requerido. Con esas órdenes, se repite, se identifica la Corporación, como quiera que está involucrada una persona que, de acuerdo con lo que enseña la foliatura, debe recibir un tratamiento especial, no solo por edad (64 años), sino por su condición económica, que se desprende de la prestación subsidiada que recibe y su adversa situación de salud, todo en aras de salvaguardar los derechos, que admiten protección por esta vía, para paliar sus afecciones en procura de sobrellevar una vida en condiciones dignas. Y en lo atañedero al recobro pretendido, ya esta Sala ha sentado como criterio, y lo mantiene ahora, tal como lo indicó la funcionaria de primer grado, que no corresponde dilucidar al juez constitucional lo referente a tal concepto, sino la vulneración de derechos fundamentales, ajena a cuestiones de orden económico entre entidades del SGSS; en consecuencia, resulta válido abstenerse de proferir decisiones en ese sentido, tal como lo ha precisado también la Corte Constitucional. (…) Basta, pues, con que el servicio esté por fuera del plan obligatorio de salud y que lo deba asumir la EPS respectiva, para que pueda recobrar su costo a la entidad responsable de prestarlo, por lo que resulta inane que el juez de tutela lo declare así expresamente. Dentro de este contexto, se confirmará el fallo objeto de impugnación,”. 
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Acta No. 02 de enero 13 de 2017 




Procede la Sala a decidir la impugnación presentada por la Asociación Mutual La Esperanza “ASMET SALUD” ESS EPS-S, frente a la sentencia dictada por el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas el 08 de noviembre último, en esta acción de tutela que Alberto Hurtado Hoyos, promovió en contra de la impugnante y de la Secretaría de Salud Departamental de Risaralda.





ANTECEDENTES

  



Alberto Hurtado Hoyos reclamó la protección de los derechos fundamentales a la “SEGURIDAD SOCIAL, SALUD y CALIDAD DE VIDA”, de los que es titular y estimó vulnerados por las entidades contra las que accionó. 

  



Expuso, en síntesis, que conforme a su historia clínica, padece de “GASTRITIS CRÓNICA NO ESPECIFICADA”, le fueron formulados los medicamentos “ESOMEPRAZOL 40 MG; MOSAPRIDE+SIMETICONA CÁPSULAS por 3 meses” y solicitados a la EPS-S Asmet Salud, no se autorizaron.

  



Reclamó, por tanto, el amparo de los derechos reclamados y que se le ordenara a esta empresa que procediera al suministro de los mismos, así como la prestación de un tratamiento médico integral y el traslado en ambulancia cuando fuera necesario.


 
  
El Juzgado le dio impulso a la acción; se pronunció la Secretaría de Salud Departamental en el sentido de que la obligación demandada está en cabeza de la empresa afiliadora EPS-S Asmet Salud. Por su parte, el gerente jurídico de esta entidad, expresó que a la accionante se le han prestado todos aquellos servicios que hacen parte del POS, pero como lo requerido está excluido del mismo, debe ser sometido al estudio del Comité Técnico Científico, lo que ha sido imposible, como quiera que el usuario no ha llevado los documentos necesarios para ello. 


 
 
Sobrevino el fallo de primer grado en el que el juzgado, apoyado en líneas jurisprudenciales relacionadas con la importancia del derecho fundamental a la salud, de la inaplicación de reglas reguladoras del POS, de la imposibilidad de exigencia a los pacientes de agotar procedimiento ante el CTC y del tratamiento integral, concluyó que estaban reunidos los presupuestos para acceder al amparo; por tanto, le ordenó a la EPS por intermedio de su representante legal, que procediera en un término de 48 horas al suministro respectivo y dispuso la prestación de un tratamiento integral respecto de la patología anunciada en la demanda, a la vez que desvinculó a la Secretaría de Salud Departamental.
 



Impugnó la entidad promotora de salud porque no se autorizó el recobro por los servicios que están por fuera del Plan Obligatorio de Salud y pidió que se le ordenara a la Secretaría de Salud asumir estos costos.   





  



CONSIDERACIONES

 



El artículo 86 de la Constitución Nacional faculta a toda persona para reclamar ante los jueces la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales cuando considere que estos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública o, eventualmente, por particulares.

  



Bajo ese entendido, Alberto Hurtado Hoyos, invocó el amparo de los derechos fundamentales arriba señalados, que consideró conculcados por ASMET SALUD EPSS y la Secretaría de Salud Departamental, al no autorizársele la entrega de los medicamentos ordenados por su médico tratante.





No hay discusión en punto a que el derecho a la salud adquiere el rango de fundamental por sí solo, según lo viene precisando de vieja data la máxima corporación constitucional
, y lo determina ahora la Ley 1751 de 2015 (art. 1°), además de no estar en entredicho la necesidad y urgencia de los medicamentos que reclama el actor, al punto que la entidad promotora de salud únicamente manifestó su descontento por la falta de autorización en el recobro y porque al no estar dentro del POS, dicha carga la debe asumir la respectiva entidad territorial.
  



En ello detendrá la Sala su análisis. Si bien la inconformidad de la EPS-S ASMET SALUD puede tener algún asidero en cuanto a que no son de su cargo aquellos servicios o procedimientos excluidos del POS y, por consiguiente, la atención del caso estaría en cabeza de la Secretaría de Salud, también lo es que atinó el fallo de primer grado cuando le ordenó a aquella empresa prestadora de salud la asistencia en la autorización y entrega de los medicamentos, procedimientos o demás servicios que se deriven de la enfermedad que aqueja al accionante, pues este viene siendo ya atendido por ella y, por tanto, no es conveniente que ellos se suspendan para someterlo a una nueva situación frente a la Secretaría de Salud y la entidad pública o privada que con ella haya contratado, sino que debe haber continuidad, si se tiene en cuenta, además, que la EPS-S no ha puesto en entredicho que cuente con los medios suficientes para garantizar lo requerido. 

  



Con esas órdenes, se repite, se identifica la Corporación, como quiera que está involucrada una persona que, de acuerdo con lo que enseña la foliatura, debe recibir un tratamiento especial, no solo por edad (64 años), sino por su condición económica, que se desprende de la prestación subsidiada que recibe y su adversa situación de salud, todo en aras de salvaguardar los derechos, que admiten protección por esta vía, para paliar sus afecciones en procura de sobrellevar una vida en condiciones dignas.
 



Y en lo atañedero al recobro pretendido, ya esta Sala ha sentado como criterio, y lo mantiene ahora, tal como lo indicó la funcionaria de primer grado, que no corresponde dilucidar al juez constitucional lo referente a tal concepto, sino la vulneración de derechos fundamentales, ajena a cuestiones de orden económico entre entidades del SGSS; en consecuencia, resulta válido abstenerse de proferir decisiones en ese sentido, tal como lo ha precisado también la Corte Constitucional. Así, por ejemplo, en la sentencia T-760 de 2008 llamó la atención acerca de que no puede condicionarse el reconocimiento al derecho de recobro por los costos que las entidades tuvieren que asumir por servicios no POS, siempre a que la orden esté consignada en la parte resolutiva de los fallos de tutela; en otra ocasión, en la sentencia T-727 de 2011 dijo la alta Corporación:
  

Por último, en relación con la orden de recobro… sostiene la Sala, de conformidad con lo expuesto en la parte considerativa del presente fallo, que la entidad demandada, Salud Total EPS, tiene la posibilidad de repetir contra el Fondo de Solidaridad y Garantía del sistema general de seguridad social en salud, si hubiere lugar, por el valor de los gastos en los que incurra por el suministro de servicios médicos excluidos del POS, en los términos de la ley 1438 de 2011, es decir por el 100% de los costos de los servicios excluido del POS.

  

De acuerdo con lo anterior y teniendo en cuenta lo expresado por esta Corporación en la sentencia T-760 de 2008, no le es dable al Fosyga negar el recobro que las EPS presenten, en los eventos en que estas tengan que asumir procedimientos, tratamientos, medicamentos que no se encuentran dentro del POS, por el simple hecho de no estar reconocido de manera expresa en la parte resolutiva del correspondiente fallo de tutela, es decir, basta, para que proceda dicho recobro, con que se constate que la EPS no se encuentra en la obligación legal ni reglamentaria de asumir su costo o valor, de acuerdo con lo que el plan de beneficios de que se trate establezca para el efecto
.

  

Así las cosas, la Sala se abstendrá de autorizar de manera expresa, a Salud Total EPS, para que recobre …el valor de los procedimientos, tratamientos, medicamentos que no se encuentran dentro del POS que requiera el paciente y, para el efecto, será suficiente que se establezca que no está obligada ni legal ni reglamentariamente a asumirlos…”.

Basta, pues, con que el servicio esté por fuera del plan obligatorio de salud y que lo deba asumir la EPS respectiva, para que pueda recobrar su costo a la entidad responsable de prestarlo, por lo que resulta inane que el juez de tutela lo declare así expresamente.
 

Dentro de este contexto, se confirmará el fallo objeto de impugnación, 

 



DECISIÓN

  



Por lo dicho, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia proferida por el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas el 08 de noviembre último, en esta acción de tutela que Alberto Hurtado Hoyos, promovió en contra de Asmet Salud EPS-S y la Secretaría de Salud Departamental de Risaralda.




Notifíquese  la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5° del Decreto 306 de 1992 y remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

 



Los Magistrados,

   



JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS       

  DUBERNEY GRISALES HERRERA
  





�  Sentencias T-016 y T-760 de 2007


� Magistrado Ponente: Manuel José Cepeda Espinosa.





